
 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín 

 
A.S.051  

 

                   Asunto:            Traslado alegatos 

Acción:  Protección de los Derechos e Intereses 

Colectivos  

Radicado:      17-001-23-33-000-2020-00209-00 

Accionantes:   Enrique Arbeláez Mutis  

Accionados:  Municipio de Viterbo y otros. 

     

 

Manizales, veinticinco (25) de abril de dos mil veintidós (2022). 

 

Encontrándose a Despacho del suscrito Magistrado el presente medio de 

control de protección de los derechos e intereses colectivos y habiendo 

practicado la totalidad de las pruebas decretadas, se corre traslado común a 

las partes por el término de cinco (5) días para que presenten sus alegatos de 

conclusión de conformidad con el artículo 33 de la Ley 472 de 1998 que al 

tenor literal señala: 

ARTICULO 33: Alegatos. Vencido el término para practicar pruebas, el juez dará 

traslado a las partes para alegar por el término común de cinco (5) días. 

Vencido el termino para alegar, el secretario inmediatamente pasara el expediente al 

despacho para que se dicte sentencia, sin que puedan proponerse incidentes, salvo el 

de recusación, ni surtirse actuaciones posteriores distintas a la de expedición de 

copias, desgloses o certificados, las cuales no interrumpirán el termino para 

proferirlas, ni el turno que le corresponda al proceso. 

(…) 

 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

 

AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN 

Magistrado   
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

DESPACHO 002 

MAGISTRADA SUSTANCIADORA: PATRICIA VARELA CIFUENTES 

 

Manizales, 25 de abril de 2022 

 

A.I. 175   (DE SEGUNDA INSTANCIA) 

 

REF: PROCESO EJECUTIVO. EJECUTANTE JULIA LUCÍA LÓPEZ SÁNCHEZ. 

EJECUTADA UNIDAD ADINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y DE PARAFISCALES UGPP.  RADICADO 17 001 33 33 001 2015 

00333. 

ANTECEDENTES 

Por medio de Auto del 25 de noviembre de 2019 el Juez Primero Administrativo del 

Círculo de Manizales, a instancias de la parte ejecutante, decretó el embargo y 

posterior secuestro del inmueble identificado con la matrícula inmobiliaria No. 370-

243586 de propiedad de la ejecutada UGPP en porcentaje de 18.790%. inscrito en la 

Oficina de Instrumentos Públicos de  la ciudad de Cali.  

La apoderada de la ejecutada interpuso recurso de reposición y en subsidio de 

apelación en contra de dicha decisión. 

Como fundamento de los recursos expuso: i) citó el concepto de bienes de uso 

público y de bienes fiscales, y dentro de éstos, el de bienes ficales comunes (edificios 

de oficinas públicas, escuelas, hospitales, cuarteles, granjas experimentales, lotes 

destinados a la infraestructura de servicios públicos) y estrictamente fiscales 

(recursos de capital (tributarios y financieros) y bienes fiscales adjudicables; ii) el 

artículo 626 del Código General del Proceso señala expresamente las modalidades 

de bienes no embargables; el artículo 63 de la Constitución sobre bienes 

inembargables; el artículo 18 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y el 

parágrafo del artículo 195 de la ley 1437 de 2011. 
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Solicitó revocar las medidas cautelares y adjuntó certificado expedido por el 

Subdirector Financiero de la entidad sobre inembargabilidad de los recursos 

financieros de la entidad. 

Corrido el traslado a la parte ejecutante afirmó que toda vez que las sumas objeto de 

discusión se derivan de una sentencia judicial y se relacionan con obligaciones 

laborales, ello constituye una excepción al principio de inembargabilidad, pues éste 

no es absoluto según las excepciones que ha construido la Corte Constitucional. 

 

CONSIDERACIONES 

Sea lo primero precisar que el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, modificado por el 

artículo 62 de la ley 2080 de 2021, en el parágrafo segundo señala: “En los procesos e 

incidentes regulados por otros estatutos procesales y en el proceso ejecutivo, la apelación 

procederá y tramitará conforme a las normas especiales que lo regulan. En estos casos el 

recurso siempre deberá sustentarse ante el juez de primera instancia dentro del término 

previsto para recurrir”. 

A su turno el artículo 35 del Código General del Proceso señala que “Corresponde a las salas 

de decisión dictar las sentencias y los autos que decidan la apelación contra el que rechace el 

incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto o el que rechace la 

oposición a la diligencia de entrega o resuelva sobre ella. El magistrado sustanciador dictará 

los demás autos que no correspondan a la sala de decisión. 

Los autos que resuelvan apelaciones, dictados por la sala o por el magistrado sustanciador, 

no admiten recurso. 

A solicitud del magistrado sustanciador, la sala plena especializada o única podrá decidir los 

recursos de apelación interpuestos contra autos o sentencias, cuando se trate de asuntos de 

trascendencia nacional, o se requiera unificar la jurisprudencia o establecer un precedente 

judicial”. 

Siendo en este caso, la providencia recurrida un auto dictado en el curso de un 

proceso ejecutivo, la apelación se tramita conforme a las reglas del Código General 

del Proceso, y dentro de ellas, la que asigna la competencia al magistrado 

sustanciador. 

El fondo del asunto:  
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Se contrae a decidir si procede o no la orden de embargo y posterior secuestro del 

inmueble identificado con la matrícula inmobiliaria No. 370-243586 de propiedad de 

la ejecutada U.G.P.P. en un 18.790% e inscrito en la oficina de registro de 

instrumentos públicos de Cali. 

Ahora bien, de conformidad con el artículo 63 de la Constitución existe una regla 

general de inmebargabilidad de recursos y bienes de entidades públicas: “Los bienes 

de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de 

resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, 

son inalienables, imprescriptibles e inembargables”. 

Esta disposición es desarrollada, entre otras, 594 del Código General del Proceso, 

conforme al cual no se podrán embargar, entre otros, “(…) 3. Los bienes de uso público 

y los destinados a un servicio público cuando este se preste directamente por una entidad 

descentralizada de cualquier orden o por medio de concesionario de éstas; pero es embargable 

hasta la tercera parte de los ingresos brutos del respectivo servicio, sin que el total de los 

embargos que se decreten exceda de dicho porcentaje”.  

De otro lado, el artículo 156 de la ley 1151 de 2007 “Por la cual se expide el Plan 

Nacional de Desarrollo 2006-2010” creó la U.G.P.P. en los siguientes términos: 

“GESTIÓN DE OBLIGACIONES PENSIONALES Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL. Créase la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, UGPP, 

adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con personería jurídica, autonomía 

administrativa y patrimonio independiente. Esta Unidad Administrativa tendrá a su cargo: 

i) El reconocimiento de derechos pensionales, tales como pensiones y bonos pensionales, salvo 

los bonos que sean responsabilidad de la Nación, así como auxilios funerarios, causados a 

cargo de administradoras del Régimen de Prima Media del orden nacional, y de las entidades 

públicas del orden nacional que hayan tenido a su cargo el reconocimiento de pensiones, 

respecto de las cuales se haya decretado o se decrete su liquidación. Para lo anterior, la entidad 

ejercerá todas las gestiones inherentes a este numeral, tales como la administración de base 

de datos, nóminas, archivos y asignaciones al Gobierno Nacional en el artículo 20 de la Ley 

797 de 2003; 

ii) Las tareas de seguimiento, colaboración y determinación de la adecuada, completa y 

oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la Protección Social. Para 

este efecto, la UGPP recibirá los hallazgos que le deberán enviar las entidades que 

administran sistemas de información de contribuciones parafiscales de la Protección Social y 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#20
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podrá solicitar de los empleadores, afiliados, beneficiarios y demás actores administradores de 

estos recursos parafiscales, la información que estime conveniente para establecer la 

ocurrencia de los hechos generadores de las obligaciones definidas por la ley, respecto de tales 

recursos. Esta misma función tendrán las administraciones públicas. Igualmente, la UGPP 

podrá ejercer funciones de cobro coactivo en armonía con las demás entidades 

administradoras de estos recursos. 

La Unidad tendrá sede en Bogotá, D. C., y su patrimonio estará constituido por los aportes 

del Presupuesto General de la Nación, los activos que le transfieran la Nación y otras 

entidades públicas del orden nacional y los demás ingresos que a cualquier título reciba. La 

Unidad tendrá un Director de Libre Nombramiento y Remoción del Presidente de la 

República. 

De conformidad con el artículo 150 numeral 10 de la Constitución Política, revístese al 

Presidente de la República de facultades extraordinarias, por el término de seis (6) meses, 

contados a partir de la fecha de publicación de la presente ley, para expedir normas con fuerza 

de ley que determinen las funciones y el sistema específico de carrera para los empleados de 

la entidad. En el ejercicio de estas facultades, el Gobierno tendrá en cuenta las características 

particulares de cada uno de los subsistemas que conforman Sistema de Seguridad Social 

Integral y armonizará las funciones de cobro persuasivo y coactivo asignadas a las entidades 

administradoras de recursos para-fiscales y a la UGPP, para lo cual podrá disponer la manera 

como se utilizarán las bases de datos e información que estén a cargo de las entidades, 

administradoras y entes de control y vigilancia del Sistema. 

La UGPP ejercerá sus funciones de acuerdo con lo que defina la reglamentación que en el 

ejercicio de sus potestades constitucionales expida el Gobierno Nacional, la cual deberá tener 

en cuenta el objeto y funciones que correspondan a la Administradora de Régimen de Prima 

Media a que se refiere el artículo anterior, y a las que la Unidad Administrativa Especial le 

corresponda. 

El ejercicio de las funciones de determinación y cobro de contribuciones de la Protección 

Social por parte de cada una de las entidades integrantes del sistema y de la UGPP, se tendrá 

en cuenta lo siguiente: (…)”. 

De lo anterior se desprende que la U.G.P.P. es una entidad descentralizada del orden 

nacional encargada de la prestación del servicio público de reconocimiento 

pensional y recaudo de contribuciones parafiscales. Por ende, los bienes de los cuales 

es titular pueden ser embargados siempre y cuando no estén destinados al 

cumplimiento del servicio para el cual fue creada, pues en caso contrario, son 

inmebargables. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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Ahora bien, revisado el expediente, no reposa prueba que dé certeza sobre la 

destinación que la ejecutada U.G.P.P. tenía a la fecha del embargo, al inmueble 

identificado con la matrícula inmobiliaria No. 370-243586 de propiedad de aquella 

en porcentaje de 18.790%. inscrito en la Oficina de Instrumentos Públicos de  la 

ciudad de Cali.  

Por ende, el Juez de instancia debió verificar previo a la medida, si se cumplía o no 

la excepción a la regla general de la inmebargabilidad, lo cual no ocurrió y por ende 

se impone revocar el auto apelado que decretó el embargo y secuestro sobre el 

referido bien inmueble. 

Finalmente, se precisa que la decisión de requerir a las entidades bancarias para que 

apliquen la medida cautelar decretada en auto del 18 de enero de 2016, no es apelable 

de conformidad con el artículo 321 del Código General del Proceso. 

En consecuencia, 

RESUELVE 

REVOCAR  el ordinal primero del Auto del 25 de noviembre de 2019 dictado por el 

Juez Primero Administrativo de Manizales por medio del cual se decretó el embargo 

y secuestro, del inmueble identificado con la matrícula inmobiliaria No. 370-243586 

de propiedad de aquella en porcentaje de 18.790%. inscrito en la Oficina de 

Instrumentos Públicos de  la ciudad de Cali.  

NOTIFÍQUESE  

 

Firmado Por: 

 

Patricia  Varela Cifuentes 

Magistrado 

Oral 002 

Tribunal Administrativo De Manizales - Caldas 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

DESPACHO 002 

MAGISTRADA SUSTANCIADORA: PATRICIA VARELA CIFUENTES 

 

Manizales, 25 de abril de 2022 

 

A.I.176    (DE SEGUNDA INSTANCIA) 

 

REF: PROCESO EJECUTIVO. EJECUTANTE JEANY LÓPEZ LONDOÑO Y 

OTROS. EJECUTADO NACIÓN -MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO 

NACIONAL.  RADICADO 17 001 33 39 005 2018 00170. 

 

ANTECEDENTES 

Por medio de Auto del 20 de mayo de 2021 el Juez Quinto Administrativo de 

Manizales, decretó como medida cautelar, el embargo de los dineros que posea la 

Nación-Ministerio de Defensa- Ejército Nacional en cuentas corrientes y de ahorro 

que no ostenten la calidad de inembargables, depositadas en: BANCO DE BOGOTÁ, 

BANCO BBVA, BANCOLOMBIA, BANCO POPULAR, BANCO DE OCCIDENTE, 

BANCO COLPATRIA, BANCO AGRARIO DE COLOMBIA, BANCO AV VILLAS, 

BANCO DAVIVIENDA, BANCO CAJA SOCIAL. 

La medida se limitó a la suma de $85’000.000. 

El apoderado de la entidad ejecutada interpuso recurso de reposición y en subsidio 

de apelación en contra de dicha decisión. Como fundamento de los recursos expuso: 

i) Improcedencia de la medida cautelar. Según el artículo 229 de la Constitución, la 

finalidad de la medida cautelar es proteger  y garantizar provisionalmente el objeto 

del proceso y la efectividad de la sentencia, y son preventivas, conservativas, 

anticipativas y suspensivas; ii) El artículo 231 de la ley 1437 de 2011 regula los 

requisitos para solicitar una medida cautelar; iii) el artículo 63 de la Constitución 

consagra una regla general de inembargabilidad, que desarrolla el artículo 594 del 

Código General del Proceso y el artículo 19 del decreto ley 111 de 1996; iv) la entidad 

ya fijó un turno para el pago de la sentencia y por ende no hay un peligro inminente 
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de hacer nugatorio el derecho; v) el decreto de la medida cautelar afecta el interés 

general y corre el riesgo de paralizar el logro de los fines del Estado; vi) se estableció 

un orden para el pago en cumplimiento de la ley 1955 de 2019. 

Corrido el traslado a la parte ejecutante, no hay registro de intervención en el 

expediente digital. 

Mediante Auto del 22 de febrero de 2022, el Juez no repuso la decisión. 

 

CONSIDERACIONES 

Sea lo primero precisar que el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, modificado por el 

artículo 62 de la ley 2080 de 2021, en el parágrafo segundo señala: “En los procesos e 

incidentes regulados por otros estatutos procesales y en el proceso ejecutivo, la apelación 

procederá y tramitará conforme a las normas especiales que lo regulan. En estos casos el 

recurso siempre deberá sustentarse ante el juez de primera instancia dentro del término 

previsto para recurrir”. 

A su turno el artículo 35 del Código General del Proceso señala que “Corresponde a las salas 

de decisión dictar las sentencias y los autos que decidan la apelación contra el que rechace el 

incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto o el que rechace la 

oposición a la diligencia de entrega o resuelva sobre ella. El magistrado sustanciador dictará 

los demás autos que no correspondan a la sala de decisión. 

Los autos que resuelvan apelaciones, dictados por la sala o por el magistrado sustanciador, 

no admiten recurso. 

A solicitud del magistrado sustanciador, la sala plena especializada o única podrá decidir los 

recursos de apelación interpuestos contra autos o sentencias, cuando se trate de asuntos de 

trascendencia nacional, o se requiera unificar la jurisprudencia o establecer un precedente 

judicial”. 

Siendo en este caso, la providencia recurrida un auto dictado en el curso de un 

proceso ejecutivo, la apelación se tramita conforme a las reglas del Código General 

del Proceso, y dentro de ellas, la que asigna la competencia al magistrado 

sustanciador. 

El fondo del asunto:  
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Debe decidir esta Sala unitaria si procede o no el embargo de los recursos 

depositados a nombre de la Nación -Ministerio de Defensa -Ejército Nacional en los 

bancos indicados por el Juez, para lo cual se harán las siguientes precisiones:  

El artículo 63 de la Constitución Política señala:  

“Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos 

étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los 

demás bienes que determine la ley, son inembargables” –nft.  

Por su parte, el Código General del Proceso en el numeral primero del artículo 594 

indica:  

“Bienes inembargables. Además de los bienes inembargables señalados en la 

Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar: 1. Los bienes, 

las rentas y recursos incorporados en el presupuesto General de la Nación o de 

las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participaciones, 

regalías y recursos de la seguridad social”.  

A raíz de las claras prohibiciones contenidas en las normas anteriores la Corte 

Constitucional a través de distintos pronunciamientos1 los cuales reiteró en la 

sentencia C-1154 de 2008, elaboró tres excepciones a la regla general de la 

inembargabilidad de los recursos públicos, las cuales se contraen a: i) la necesidad 

de satisfacer créditos u obligaciones de origen laboral; ii) el pago de sentencias 

judiciales y iii) los títulos que emanen del Estado que reconocen una obligación clara, 

expresa y exigible. 

En punto a la necesidad de atender el pago derivado de providencias judiciales – 

caso que nos ocupa- en la aludida providencia reiteró:  

“La segunda regla de excepción tiene que ver con el pago de sentencias judiciales 

para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en 

dichas providencias. Así fue declarado desde la Sentencia C354 de 1997, donde 

la Corte declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 19 del Decreto 

111 de 1996 (inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación), “bajo el 

entendido de que los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en 

sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el 

procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses después 

de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de 

recursos del presupuesto - en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 

                                                 
1 C-793 de 2002; C-566 de 2003; C-192 de 2005 
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conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las 

entidades u órganos respectivos”. El razonamiento que sirvió de base a la Corte 

fue el siguiente: 

“a) La Corte entiende la norma acusada, con el alcance de que si bien la regla 

general es la inembargabilidad, ella sufre excepciones cuando se trate de 

sentencias judiciales, con miras a garantizar la seguridad jurídica y el respeto de 

los derechos reconocidos a las personas en dichas sentencias. 

Por contener la norma una remisión tácita a las disposiciones del Código 

Contencioso Administrativo, igualmente entiende la Corte que los funcionarios 

competentes deben adoptar las medidas que conduzcan al pago de dichas 

sentencias dentro de los plazos establecidos en las leyes, es decir, treinta días 

contados desde la comunicación de la sentencia (art. 176), siendo posible la 

ejecución diez y ocho meses después de la ejecutoria de la respectiva sentencia 

(art. 177)”. 

Esta postura también ha sido reiterada de manera uniforme en la jurisprudencia 

constitucional2 .” –rft 

Con base en todo lo anteriormente expuesto, se sigue que hay un principio 

general y mandato obligatorio de inembargabilidad de los recursos 

incorporados en el presupuesto general de la nación3 , pese a ello y en atención 

al desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional, fue posible el embargo 

de dichos recursos, entre otros casos, cuando se trate del cumplimiento de 

providencias judiciales, en cuyo caso según la Corte, son embargables los 

recursos destinados al pago de sentencias y conciliaciones, cuando el título sea 

precisamente una sentencia judicial o una providencia que contenga una 

conciliación. 

No obstante lo anterior, encuentra este Despacho que el artículo 195 de la ley 

1437 de 2011 que regula el trámite para el pago de sentencias y conciliaciones, 

en el parágrafo 2º es categórico al indicar que “El monto asignado para el pago de 

sentencias y conciliaciones no se puede trasladar a otros rubros, y en todo caso serán 

inembargables, así como los recursos del Fondo de Contingencias. La orden de 

embargo de estos recursos será falta disciplinaria”. –rft 

Así las cosas, entiende este Despacho que la regla de excepción a la 

inembargabilidad de recursos públicos cuando se trate del cumplimiento de 

                                                 
2 Cita de la cita: Corte Constitucional, Sentencias C-402 de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 

de 2002 y C-192 de 2005, entre otras. 
3 4 Del cual hace parte la rama ejecutiva nacional, según el artículo 3º del decreto ley 111 de 1996 
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sentencias y conciliaciones resulta inaplicable en la actualidad, toda vez que si 

bien la Corte Constitucional permitió en su momento para dichos efectos el 

embargo del rubro destinado para el pago de las mismas, éste por virtud de la 

expedición de la ley 1437 se tornó en inembargable de manera expresa. 

Es por ello que no caben interpretaciones so pena de desconocer el tenor literal 

de las normas arriba mencionadas, que imponen un deber para el Juez de no 

decretar embargos sobre tales recursos. Es más, el Consejo de Estado en auto 

del 25 de abril de 2019 al avocar conocimiento con efectos de unificación 

afirmó4 : 

“En ese sentido, es necesario, a través de la interpretación jurisprudencial de los 

artículos 594 y 597 ordinal 11 del Código General del Proceso y el parágrafo 2.º del 

artículo 195 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con las demás normas 

relacionadas con la inembargabilidad de los bienes y recursos públicos, ponderar el 

derecho a acceder a la administración de justicia, la seguridad jurídica, los principios 

de cosa juzgada, de confianza legítima y de buena fe, con los principios de 

inembargabilidad y de sostenibilidad fiscal que protegen a las entidades públicas 

cuando se reclamen derechos de carácter laboral. 

4.1.1. Con el fin de conseguir lo expuesto, la Sala estudiará y desarrollará como primer 

problema jurídico el siguiente: 

¿Es posible para los jueces administrativos dentro del proceso ejecutivo ordenar el 

embargo de los bienes, rentas y recursos públicos señalados en el artículo 594 del CGP6 

y en el parágrafo 2.º del artículo 195 del CPACA7 para garantizar el pago de derechos 

laborales reconocidos en sentencias, conciliaciones o actos administrativos?  

De ser así ¿De qué manera deben emitirse las órdenes de embargo sobre estos? 

Resolver esta inquietud es fundamental porque actualmente en las normas 

enunciadas se prohíbe a los jueces administrativos decretar el embargo de los 

bienes, rentas y dineros públicos incorporados al presupuesto general de la 

Nación y de las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de 

participación, regalías y de la seguridad social y de los recursos asignados 

para el pago de sentencias y conciliaciones y del Fondo de Contingencias, lo 

que puede repercutir de manera grave y negativa en el pago de los derechos laborales 

reconocidos en decisiones judiciales, conciliaciones o actos administrativos en caso tal 

de que el responsable de la obligación sea renuente a su cumplimiento. 

                                                 
4 SECCIÓN SEGUNDA, 25 de abril de 2019, Referencia: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO, Radicación:08001 23 33 000 2013 00565 02 (1128-19). A la fecha no ha habido decisión de 

fondo en el asunto, según consulta en la página web del Consejo de Estado. 
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Es también necesario dar respuesta al problema jurídico planteado, porque el parágrafo 

del artículo 594 del CGP exige a los funcionarios judiciales, cuando consideren que 

debe decretarse la medida cautelar, «invocar en la orden de embargo el fundamento 

legal para su procedencia», requisito de difícil cumplimiento puesto que va en contravía 

de la prohibición contenida en igual norma y en las demás leyes y decretos que 

consagran el principio de inembargabilidad8 , lo que amerita una interpretación de 

parte de esta Sala para dirimir tal contradicción” -rft 

De lo ampliamente expresado, se concluye que no procede el embargo 

decretado en primera instancia, lo cual impone revocar el auto apelado. 

En mérito de lo expuesto, 

 

RESUELVE 

REVOCAR el auto del 20 de mayo de 2021 dictado por el Juez Quinto 

Administrativo de Manizales mediante el cual decretó el embargo de los dineros que 

posea la Nación-Ministerio de Defensa- Ejército Nacional en cuentas corrientes y de 

ahorro que no ostenten la calidad de inembargables, depositadas en: BANCO DE 

BOGOTÁ, BANCO BBVA, BANCOLOMBIA, BANCO POPULAR, BANCO DE 

OCCIDENTE, BANCO COLPATRIA, BANCO AGRARIO DE COLOMBIA, BANCO 

AV VILLAS, BANCO DAVIVIENDA, BANCO CAJA SOCIAL. Y limitó la medida  

a la suma de $85’000.000. 

En FIRME este Auto devuélvase el expediente al juzgado de origen previas las 

anotaciones en el Sistema Justicia Siglo XXI.  

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

Patricia  Varela Cifuentes 

Magistrado 

Oral 002 

Tribunal Administrativo De Manizales - Caldas 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA  

Manizales, veinticinco (25) de ABRIL de dos mil veintidós (2022) 

 

A.I. 118 

 

Con fundamento en los artículos 243 inciso 1° y 247 numerales 1 y 2 de la Ley 

1437/11 (modificados, en su orden, por los artículos 62 y 67 de la Ley 

2080/21), por su oportunidad y procedencia, CONCÉDESE en el efecto 

suspensivo el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada /fls. 

155 a 162 C.1/, contra la sentencia con la cual esta corporación accedió 

parcialmente a las pretensiones de la parte actora, dentro del proceso de 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el señor JOSÉ 

REINEL GÓMEZ GARCÍA contra el SERVICION NACIONAL DE APRENDIZAJE -

SENA-. 

 

En firme esta providencia, REMÍTASE el expediente al H. Consejo de Estado 

para que allí se provea lo de ley. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado 

 

 



 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Sala Quinta de Decisión- 

 
Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín 

 
S.: 042 

 
   Asunto:  Sentencia de segunda instancia 

   Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

   Radicación:  17001-33-33-004-2014-00634-02 

   Demandante: María Elena Montoya Acevedo 

Demandada: Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva 

de Administración Judicial 

 

Aprobado en Sala Ordinaria de Decisión, según consta en Acta nº 

015 del 22 de abril de 2022 

 

 

Manizales, veintidós (22) de abril de dos mil veintidós (2022). 

 

 

ASUNTO 

 

De conformidad con lo previsto por los artículos 243 y 247 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA)1, corresponde a esta Sala de Decisión desatar el recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 

veintiséis (26) de septiembre de dos mil diecinueve (2019), proferida por el 

Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Manizales, que negó las 

súplicas de la demanda dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del 

derecho promovido por la señora María Elena Montoya Acevedo contra la 

Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 

 

DEMANDA 

 

En ejercicio de este medio de control interpuesto el 1º de diciembre de 2014 

(fls. 3 a 23, 50, 51 y 58 a 61, C.1), se solicitó lo siguiente: 

 

Pretensiones 

 

1. Que se inapliquen los artículos 4 de los Decretos 1388 de 2010, 1039 de 

2011, 0874 de 2012, 1024 de 2013 y 194 de 2014, con los cuales se señala 

                                                 
1 En adelante, CPACA. 
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la remuneración mensual para el cargo de Asistente Social Grado 1.  Lo 

anterior, por violar los artículos 13 y 53 de la Constitución Política. 

 

2. Que como consecuencia de la inaplicación de las citadas normas, se 

apliquen los artículos 6 de los mismos decretos, que establecen la 

remuneración mensual para el cargo de Asistente Social Grado 18. 

 

3. Que se declare la nulidad de las Resoluciones nº DESAJMZR13-3016 del 

6 de diciembre de 2013, nº DESAJMZR14-41 del 24 de enero de 2014 y 

nº 3684 del 18 de junio de 2014, con las cuales la entidad demandada, en 

su orden, negó la nivelación salarial del cargo de Asistente Social Grado 

1 de Centro de Servicios Judiciales con el cargo de Asistente Social 

Grado 18 de Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, 

con el consecuente pago de prestaciones económicas, y resolvió 

desfavorablemente los recursos de reposición y de apelación. 

 

4. Que como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del 

derecho, se ordene a la entidad demandada nivelar el salario 

devengado por la parte actora en el cargo de Asistente Social Grado 1 

con el previsto para el empleo de Asistente Social Grado 18 de Juzgado 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, desde el 1º de enero de 

2010 hasta cuando se reconozca el derecho. 

 

5. Que se condene a la entidad accionada a pagar a la parte demandante 

la diferencia salarial y prestacional que resulta de aplicar, por principio 

de igualdad, la remuneración mensual asignada para el cargo de 

Asistente Social Grado 18 de Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad, desde el 1º de enero de 2010 hasta cuando se produzca el 

pago. 

 

6. Que se ordene a la parte demandada indexar las sumas 

correspondientes a la condena. 

 

7. Que se ordene a la entidad accionada dar aplicación a lo dispuesto en el 

artículo 192 del CPACA. 

 

8. Que se condene a la parte demandada al pago de costas. 

 

Hechos 

 

Como fundamento fáctico de la demanda, la parte actora expuso lo siguiente 

(fls. 7 a 10, C.1): 
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1. La señora María Elena Montoya Acevedo labora en la Rama Judicial 

desde el año 1991, y desempeña el cargo de Asistente Social Grado 1 en 

el Centro de Servicios Judiciales del Municipio de Chinchiná. 

 

2. Mediante Acuerdo 605 de 1999, el Consejo Superior de la Judicatura 

determinó la planta de personal de los Juzgados de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad, creando dentro de ella el cargo de Asistente 

Social Grado 18. 

 

3. Con el Acuerdo PSAA06-3560 de 2006, se adecuaron y modificaron los 

requisitos para varios cargos de empleados de Tribunales, Juzgados y 

Centros de Servicios Administrativos, específicamente para los de 

Asistente Social. 

 

4. Con los Decretos 1388 de 2010, 1039 de 2011, 0874 de 2012, 1024 de 2013 

y 194 de 2014, se fijó la remuneración mensual para los cargos de 

Asistente Social Grado 1 y Grado 18. 

 

5. El 15 de noviembre de 2013, la señora María Elena Montoya Acevedo 

solicitó a la entidad demandada la nivelación salarial del cargo de 

Asistente Social Grado 1 del Centro de Servicios Administrativos con el 

empleo de Asistente Social Grado 18 de Juzgados de Ejecución de Penas 

y Medidas de Seguridad. 

 

6. Mediante Resolución nº DESAJMZR13-3016 del 6 de diciembre de 2013, 

la entidad accionada resolvió desfavorablemente la petición, 

argumentando que la diferenciación salarial se justifica por las 

funciones que cumplen los Asistentes Sociales en los Juzgados de 

Familia y de Menores y en los Juzgados de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad. 

 

7. Contra el anterior acto administrativo la parte actora interpuso recurso 

de reposición y en subsidio de apelación, los cuales fueron resueltos 

negativamente a través de las Resoluciones nº DESAJMZR14-41 del 24 

de enero de 2014 y nº 3684 del 18 de junio de 2014. 

 

Normas violadas y concepto de la violación 

 

La parte demandante invocó como vulneradas las siguientes disposiciones: 

Constitución Política: preámbulo y artículos 13, 25 y 53.  Estimó así mismo 

desconocidas las sentencias C-1433 de 2000, C-710 de 1999 y T-102 de 1995 

de la Corte Constitucional. 
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Expuso que los decretos cuya inaplicación se pretende, desconocen los 

postulados previstos en el preámbulo de la Constitución Política, en tanto no 

fortalecen el trabajo sino que lo desestimulan, y tampoco promueven el 

valor de la justicia, ya que por lo contrario, permiten que se cometa una 

injusticia con los trabajadores. 

 

Alegó que se transgrede igualmente el principio de igualdad, pues si para 

ocupar el cargo de Asistente Social, ya sea en los Juzgados de Familia o en 

los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, se exigen los 

mismos requisitos de formación académica y de experiencia, resulta apenas 

lógico que la remuneración sea también idéntica. 

 

Sostuvo que la diferenciación que existe en la nomenclatura interna de la 

Rama Judicial para los cargos de Asistente Social Grado 1 y Grado 18, no 

legitima el trato desigual en materia salarial y, por lo contrario, contraría el 

postulado constitucional de la igualdad de trato en materia salarial para 

empleados que cumplen funciones iguales. 

 

Manifestó que tanto los decretos cuya inaplicación se solicita como los actos 

administrativos acusados desconocen el derecho al trabajo, pues la 

protección de éste implica la del pago de las prestaciones económicas 

correspondientes. 

 

Indicó que para el caso concreto se pretermite el principio de progresividad 

de los salarios y prestaciones, ya que ambos cargos tienen requisitos 

académicos y de experiencia similares, cumplen la misma función específica, 

cual es, brindar apoyo y asesoría técnica para la resolución de los asuntos 

puestos a consideración del Juez, pero difieren en la remuneración 

establecida para cada uno. 

 

Trajo a colación apartes de varios pronunciamientos de la Corte 

Constitucional en los que se refiere al principio de “a trabajo igual, salario 

igual”, como una materialización del derecho a la igualdad. 

 

Mencionó que sobre el tema objeto de controversia, ya existen 

pronunciamientos favorables en varios despachos judiciales del país, de los 

cuales citó algunos apartes. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

Actuando debidamente representada y dentro del tiempo oportuno 

otorgado para tal efecto, la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial contestó la demanda a través de escrito que obra de 
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folios 137 a 139 del cuaderno principal, para oponerse a la prosperidad de 

las pretensiones de la misma, con fundamento en lo siguiente. 

 

Señaló que el Decreto 2272 de 1989 estableció la planta de personal de los 

Juzgados de Familia y de Menores, indicando que para ser Asistente Social 

de dichos despachos se requería tener título en Trabajo Social y que el grado 

del cargo sería 09, a menos que al entrar en vigencia tal norma los 

respectivos asistentes carecieran del título académico, caso en el cual el 

grado sería 07. 

 

Refirió que con el Acuerdo 14 del 7 de julio de 1993, el Consejo Superior de 

la Judicatura creó los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad, estableciendo en la planta de personal de cada uno, un Asistente 

Jurídico Grado 18 y un Asistente Jurídico Grado 19. 

 

Expuso que en desarrollo de la Ley 4ª de 1992, el Gobierno Nacional es la 

autoridad competente para expedir los decretos salariales anuales y, en ese 

sentido, emitió el Decreto 57 de 1993, con el cual previó un nuevo régimen 

salarial y prestacional para los servidores judiciales que se vincularan con 

posterioridad a la vigencia del mismo, y para quienes optaran o se acogieran 

al nuevo régimen.  Precisó que el Decreto 51 de 1993 se aplica a los 

servidores judiciales que no renunciaron al régimen salarial anterior al 

Decreto 57 de 1993. 

 

Explicó que a partir del 1º de enero de 1993, el servidor judicial que en 

ejercicio del cargo de Asistente Social Grado 09 de Juzgado de Familia se 

hubiese acogido al nuevo régimen salarial, pasó a denominarse Asistente 

Social Grado 1, aplicándosele la escala salarial prevista anualmente por el 

Gobierno Nacional. 

 

Sostuvo que el cargo desempeñado por la demandante desde el 1º de enero 

de 2006, se encuentra adscrito al Centro de Servicios Administrativos para 

los Juzgados de Chinchiná; dependencia que fue creada mediante Acuerdo 

PSAA05-3116 de 2005, y en cuya planta se dispuso la existencia de un 

Asistente Social Grado 1. 

 

Indicó que aunque el Acuerdo PSAA06-3560 del 10 de agosto de 2006 

dispuso requisitos semejantes de capacitación y experiencia para los cargos 

de Asistente Social de Juzgados de Familia y Menores y aquellos de 

Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, lo cierto es que se 

trata de empleos diferentes que tienen funciones también distintas, por lo 

que no puede pregonarse una supuesta igualdad de perfiles y requisitos. 
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Aseguró que el cargo de Asistente Social Grado 1 en el Centro de Servicios 

Administrativos para los Juzgados de Chinchiná corresponde a un grado 

inferior al empleo de Asistente Social de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad Grado 18, con responsabilidades y funciones distintas, siendo 

más exigentes las de este último. 

 

Manifestó que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial no es el 

órgano nominador ni creador de los cargos, y tampoco es la autoridad 

competente para regular el régimen salarial y prestacional de los empleados 

de la Rama Judicial. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

 

El 26 de septiembre de 2019, el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de 

Manizales dictó sentencia en primera instancia (fls. 244 a 253, C.1A), a través 

de la cual negó las súplicas de la demanda, con fundamento en lo siguiente. 

 

Explicó inicialmente que los cargos de Asistente Social tuvieron origen en el 

Decreto 2272 de 1989, el cual los creó con los grados 09 y 07. 

 

Señaló que mediante Decreto 57 de 1993, con el cual se estableció el régimen 

salarial y prestacional para los servidores de la Rama Judicial, se 

determinaron las equivalencias para los cargos de Asistente Social, así: el 

Asistente Social Grado 09 equivaldría a Asistente Social Grado 1, mientras 

que el de Asistente Social Grado 07 correspondería a Asistente Social Grado 

2. 

 

En ese sentido, precisó que a partir del 1º de enero de 1993, el empleado que 

en ejercicio del cargo de Asistente Social Grado 09 de Juzgado de Familia se 

acogiera al nuevo régimen salarial, pasó a denominarse Asistente Social 

Grado 1, para efectos de aplicar la escala salarial que anualmente decreta el 

Gobierno Nacional en los decretos de salario. 

 

Refirió que el cargo de Asistente Social Grado 1 en los Centros de Servicios 

Administrativos para los Juzgados de Chinchiná fue creado a través del 

Acuerdo PSAA05-3116 de 2005. 

 

Expuso que los requisitos para ejercer los cargos de Asistente Social Grado 1 

quedaron contenidos en el Acuerdo PSAA06-3560 de 2006, y se concretan en 

tener título de formación universitaria en trabajo social, psicología o 

sociología y dos (2) años de experiencia relacionada. 
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Precisó que las funciones de los Asistentes Sociales de los Juzgados de 

Familia se encuentran previstas en los artículos 7 y 8 de los Acuerdos 1006 

de 2000 y 1570 de 2002, respectivamente, y tiene relación con la órbita de 

competencia de los Jueces de familia. 

 

En lo que respecta al empleo de Asistente Social Grado 18 de los Juzgados 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, el Juzgado de primera 

instancia indicó que fue creado mediante el Acuerdo 605 de 1999, con 

iguales requisitos a los contemplados en el Acuerdo PSAA06-3560 de 2006. 

 

Citó las funciones previstas para el referido cargo, conforme quedó señalado 

en el Acuerdo 605 de 1999, precisando que las mismas guardan relación con 

la función de apoyo y asesoría que deben brindarle a los Jueces de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad, y que se desarrollan básicamente en los 

centros penitenciarios, donde deben permanecer buena parte de su jornada 

laboral a fin de verificar todos los aspectos de ejecución de la pena y en 

orden a garantizar la función resocializadora de la misma. 

 

Afirmó que conforme al principio “a trabajo igual, salario igual”, el empleador 

debe proporcionarles a sus trabajadores una remuneración acorde con las 

condiciones reales del trabajo.  Así pues, quienes ocupen el mismo cargo, 

desarrollen las mismas funciones y demuestren tener las mismas 

competencias o habilidades para cumplir la tarea encomendada, deben 

percibir la misma remuneración, toda vez que no existen, en principio, 

razones válidas para tratarlos de forma distinta. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, sostuvo que no toda desigualdad salarial entre 

sujetos que ostentan las mismas características constituye una vulneración 

de la Constitución Política, pues un trato diferente sólo se convierte en 

discriminatorio cuando no obedece a causas objetivas y/o razonables. 

 

Expuso que la Corte Constitucional ha sostenido que para acreditar la 

vulneración del principio “a trabajo igual, salario igual”, debe estarse primero 

ante dos o más sujetos que al desempeñar las mismas funciones y estar 

sometidos al mismo régimen jurídico de exigencias de cualificación para el 

empleo, son comparables y, no obstante ello, reciben una remuneración 

diferente. 

 

Adujo que la jurisprudencia constitucional ha indicado que deben analizarse 

las razones por las cuales existe la desigualdad, a efectos de determinar si 

cuentan con un respaldo constitucional y si son lo suficientemente 

poderosas como para limitar el derecho fundamental a la igualdad. 
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Explicó que algunos de los criterios válidos para justificar una diferenciación 

salarial, son los siguientes: criterios objetivos de evaluación y desempeño, 

diferencias de la estructura institucional de las dependencias públicas en que 

se desempeñan cargos que se muestran prima facie análogos, y distinta 

clasificación de los empleos públicos, a partir de la cual se generan 

diferentes escalas salariales que responden a cualificaciones igualmente 

disímiles para acceder a dichos empleos. 

 

Luego de comparar las funciones y responsabilidades del cargo 

desempeñado por la accionante con aquél cuya escala salarial se pretende, el 

Juzgado de primera instancia advirtió la existencia de diferenciación en las 

labores realizadas, atendiendo también la población atendida, y que impone 

un mayor riesgo psicosocial para los Asistentes Sociales Grado 18 de 

Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. 

 

Al encontrar una justificación para la diferencia salarial de ambos cargos, la 

Juez a quo consideró que no se vulnera el derecho a la igualdad y, por lo 

tanto, no es procedente la nivelación salarial pretendida. 

 

Finalmente condenó en costas a la parte actora. 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

Mediante memorial obrante de folios 257 a 268 del cuaderno 1A, la parte 

accionante interpuso recurso de apelación contra la sentencia de primera 

instancia, con fundamento en lo siguiente. 

 

Manifestó que el Juzgado de primera instancia no tuvo en cuenta que las 

funciones desempeñadas por la parte actora desde el año 2006 en el Centro 

de Servicios Administrativos, son exactamente iguales a las que cumple un 

Asistente Social Grado 18 de un Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad, tal como se extrae de las pruebas allegadas con la reforma de 

la demanda. 

 

Adujo que no es entonces cierto que la parte demandante presta sus 

servicios únicamente en los Juzgados de Familia, pues al hacer parte del 

Centro de Servicios Administrativos que apoya el sistema penal para 

adolescentes y asesora al Juez en asuntos referidos al comportamiento 

humano, el trabajo que realiza es exactamente igual al que desempeña un 

Asistente Social Grado 18 (visitas domiciliarias, informes sociales y 

entrevistas), por lo que no existe justificación para un trato desigual en 

materia de remuneración. 
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Expuso que si bien un Asistente Social Grado 1 no visita los centros de 

reclusión de personas mayores de edad, lo cierto es que sí lo hace respecto 

de aquellos previstos para menores infractores y con los mismos fines. 

 

Reiteró que existen varios pronunciamientos de despachos judiciales en el 

país en los cuales se ha accedido a pretensiones similares a las aquí 

debatidas. 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA 

 

Parte demandante 

 

Guardó silencio. 

 

Parte demandada (fl. 6, C.3) 

 

Reiteró que no es la autoridad competente para modificar el régimen salarial 

y prestacional de los servidores de la Rama Judicial, y que además las 

funciones y responsabilidad de ambos cargos son distintas, siendo más 

exigentes las del Asistente Social Grado 18. 

 

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 

El señor Procurador 29 Judicial II para Asuntos Administrativos emitió 

concepto en el asunto de la referencia (fls. 8 a 13, C.3), a través del cual 

solicitó confirmar la providencia recurrida, por considerar que no se vulnera 

el derecho a la igualdad, en la medida en que: i) existen diferencias fácticas 

entre las situaciones jurídicas objeto de análisis, esto es, el desempeño de los 

cargos de Asistente Social Grado 1 y Asistente Social Grado 18; y ii) existen 

distinciones jurídicas entre los cargos que están clara y debidamente 

fundadas en normas que contienen las razones para el trato distinto. 

 

Sostuvo que las pruebas allegadas por la parte actora no permiten acreditar 

que ésta desempeñaba funciones de Asistente Social Grado 18, sino que 

realiza tareas que podrían ser similares en casos excepcionales. 

 

TRÁMITE PROCESAL DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Reparto.  Para conocer del recurso de alzada, el expediente fue repartido a 

este Tribunal el 17 de enero de 2020, y allegado el 5 de marzo del mismo año 

al Despacho del Magistrado Ponente de esta providencia (fl. 3, C.3). 
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Admisión y alegatos.  Por auto del 5 de marzo de 2020 se admitió el recurso 

de apelación y se ordenó correr traslado para alegatos en caso de no existir 

solicitud de pruebas por practicar en segunda instancia (fl. 3, C.3).  Sólo la 

parte demandada alegó de conclusión (fl. 6, ibídem).  El Ministerio Público 

rindió concepto en esta oportunidad (fls. 8 a 13, C.3). 

 

Paso a Despacho para sentencia.  El 7 de septiembre de 2020 el proceso 

ingresó a Despacho para sentencia (fl. 14, C.3), la que se dicta en seguida 

atendiendo el orden de ingreso del respectivo proceso para tales efectos. 

 

 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL  
 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por la 

parte demandante contra la sentencia dictada en primera instancia por el 

Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Manizales, en los estrictos 

términos en que aquel fue presentado. 

 

Problema jurídico 

 

El asunto jurídico por resolver en el sub examine se centra en dilucidar las 

siguientes cuestiones: 

 

▪ ¿La diferencia salarial entre los cargos de Asistente Social Grado 1 y Asistente 

Social Grado 18, constituye un desconocimiento del principio constitucional de 

“a trabajo igual, salario igual”? 

 

▪ En caso afirmativo, ¿tiene derecho la parte demandante a que se nivele su 

salario como Asistente Social Grado 1 al previsto para el empleo de Asistente 

Social Grado 18? 

 

Para despejar el problema planteado, la Sala abordará los siguientes 

aspectos: i) hechos probados; ii) marco normativo de los cargos de Asistente 

Social en la Rama Judicial; iii) alcance y presupuestos del principio 

constitucional de “a trabajo igual, salario igual”; y iv) examen del caso 

concreto. 

 

1. Hechos debidamente acreditados 

 

La siguiente es la relación de los hechos debidamente probados que resultan 

relevantes para solucionar el caso concreto: 
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a) La señora María Elena Montoya Acevedo ha estado vinculada a la 

Rama Judicial en el cargo de Asistente Social I (fl. 2, C.2), así: 

 

▪ Desde el 16 de abril de 1991 hasta el 12 de septiembre de 1993 en el 

Juzgado Quinto de Familia del Circuito de Manizales. 

▪ Desde el 13 de septiembre de 1993 hasta el 28 de febrero de 2996 

en el Juzgado Primero Promiscuo de Familia del Circuito de 

Chinchiná. 

▪ Desde el 1º de marzo de 2006 a la fecha en la Oficina de Servicios 

Administrativos de Chinchiná. 

 

b) La asignación salarial mensual para el cargo de Asistente Social Grado 

18 del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad es superior a la prevista 

para el empleo de Asistente Social I (fl. 6 vuelto, C.2). 

 

c) El 15 de noviembre de 2013, la señora María Elena Montoya Acevedo 

elevó reclamación administrativa a la Rama Judicial, solicitando la 

nivelación de su salario, prestaciones sociales y demás emolumentos, a 

los previstos para el cargo de Asistente Social Grado 18, desde la fecha 

en que se profirió el Acuerdo PSAA06-3560 que adecuó y modificó los 

requisitos de los cargos de empleados de Tribunales, Juzgados y 

Centros de Servicios, esto es, a partir del 10 de agosto de 2006 (fls. 28 a 

31 y 143 a 146, C.1). 

 

d) Con Resolución nº DESAJMZR13-3016 del 6 de diciembre de 2013 (fls. 

32 y 33 y 147 a 149, C.1), la Dirección Seccional de Administración 

Judicial negó la solicitud hecha, aduciendo que a la parte actora se le 

aplica el régimen salarial acorde con la planta de personal del despacho 

al cual está vinculada y a la remuneración fijada cada año por el 

Gobierno Nacional. 

 

e) Frente a la anterior decisión, la parte demandante interpuso recursos de 

reposición y en subsidio de apelación (fls. 151 y 152, C.1), que fueron 

resueltos desfavorablemente mediante Resoluciones nº DESAJMZR14-

41 del 24 de enero de 2014 (fls. 35, 153 y 154, ibídem) y nº 3684 del 18 de 

junio de 2014 (fls. 36 a 41 y 155 a 166, C.1). 

 

f) De los Planes de Acción de los años 2012 a 2015 (fls. 101 a 112, C.1) y 

2017 (fls. 27 y 28, C.2), elaborados para la señora María Elena Montoya 

Acevedo como Asistente Social adscrita a la Oficina de Servicios 

Administrativos de Chinchiná, se extraen las siguientes funciones a 

desarrollar en dichos períodos: 
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▪ Realizar las visitas domiciliarias que soliciten los Juzgados en los 

procesos de familia. 

▪ Brindar orientación y asesoría sobre el proceso penal y la sanción 

impuesta al adolescente y su familia por parte del Juzgado 

Promiscuo de Familia. 

▪ Apoyar el tratamiento a los niños víctimas de abuso sexual, 

realizado desde el ICBF, remitiendo a los diferentes grupos 

familiares que requieran terapia. 

▪ Participar en las reuniones de Consejo de Política Social del 

municipio, con la finalidad de plantear las problemáticas que se 

presenten con adolescentes, relacionados con los temas de mujer, 

menor y familia en el Municipio de Chinchiná. 

▪ Identificar las condiciones personales, sociales, familiares y 

económicas de las familias de los condenados por cuenta de otros 

despachos, para cumplir comisiones encomendadas a la Oficina de 

Servicios Administrativos. 

▪ Verificar y controlar el cumplimiento de las sanciones impuestas 

por el Juzgado Promiscuo de Familia. 

▪ Ofrecer a los adolescentes y a sus acudientes, información sobre el 

proceso penal, motivarlos para que permanezcan atentos al 

proceso, procurando no evadir la justicia y prepararlos para el 

posible cumplimiento de una sanción. 

▪ Diseñar y promover el folleto educativo denominado “prevengamos 

en familia”. 

▪ Ejercer seguimiento a la situación del interdicto y a aquellos niños 

y adolescentes que son sujetos de guardas con posterioridad al 

fallo. 

 

g) De conformidad con las pruebas allegadas con ocasión de la reforma de 

la demanda, se advierte que el Centro de Servicios Administrativos de 

Chinchiná fue comisionado en varias oportunidades por Juzgados de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales y por 

Juzgados Penales del Circuito de Chinchiná, para realizar visitas 

sociofamiliares necesarias para decidir sobre solicitudes de prisión 

domiciliaria (fls. 62, 63, 66 a 73, 79, 80, 83, 84 y 90 a 96, C.1).  No consta 

si tales diligencias en efecto se surtieron ni por parte de qué empleado. 

 

Adicionalmente, consta que la demandante dio a conocer a algunos 

adolescentes y a sus acudientes, los fallos que les impusieron sanciones 

de libertad vigilada (fls. 64 y 77, C.1) y de reglas de conducta (fls. 85 y 

87, ibídem).  Se acreditó de igual forma que a la accionante le fueron 

entregados el control y cumplimiento de tales medidas (fls. 65, 74 y 75, 
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C.1); y que tuvo que realizar visitas domiciliarias dentro del marco de 

procesos penales de adolescentes (fls. 81 y 82, ibídem). 

 

h) De folios 113 a 115 del cuaderno principal obra una relación de las 

visitas domiciliarias realizadas por la accionante en los años 2013 a 

2015, con ocasión de comisorios de Juzgados de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad. 

 

i) Según consta en los folios 116 a 128 del expediente, la demandante 

realizó desde noviembre de 2009 hasta septiembre de 2015, control, 

seguimiento y ejecución de 214 sanciones impuestas a menores de edad 

y provenientes de Juzgados de Familia. 

 

2. Marco normativo de los cargos de Asistente Social en la Rama 

Judicial 

 

El Decreto 717 de 1978 estableció el sistema de nomenclatura y clasificación 

de cargos para los funcionarios y empleados de la Rama Jurisdiccional y del 

Ministerio Público; al tiempo que fijó la escala de remuneración 

correspondiente a dichos empleos, y dictó otras disposiciones. 

 

En relación con la asignación mensual de tales cargos, el artículo 4 de la 

citada norma previó lo siguiente: 

 
ARTÍCULO 4. DE LA ASIGNACIÓN MENSUAL. La asignación mensual 

correspondiente a cada cargo estará determinada por sus funciones y 

responsabilidades, así como por los requisitos exigidos para su ejercicio, según 

la denominación y el grado establecidos por el presente Decreto. 

 

Se entiende por denominación la identificación del conjunto de deberes, 

atribuciones y responsabilidades que constituyen un empleo. Por grado, el 

número de orden que índica (sic) la asignación mensual del empleo, dentro de 

una escala progresiva, según la complejidad inherente al ejercicio de sus 

funciones. 

 

El artículo 8 del mismo decreto estableció la nomenclatura para las 

diferentes categorías de empleos de la Rama Judicial, incluyendo el cargo de 

Asistente Social Grado 7 y Grado 5.  Sin embargo, no precisó los requisitos ni 

el perfil que diferenciaban dichos grados. 

 

Ahora bien, el Decreto 52 de 1987, con el cual se estableció el servicio de 

defensoría pública de oficio, se proveyó a su funcionamiento y división 

respectiva en el entonces Ministerio de Justicia, fijó como función del cargo 
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de Asistente Social, la de “Colaborar con el juez de menores en la realización de 

visitas, encuestas y en la orientación sicológica y social del menor y sus familiares”. 

 

Con el Decreto 2272 de 1989 se organizó la Jurisdicción de Familia y se 

crearon unos despachos judiciales, incluyendo un Juzgado Promiscuo de 

Familia en el Municipio de Chinchiná. 

 

Dentro de la planta de personal de los Juzgados de Familia o de Menores se 

creó el cargo denominado Asistente Social Grado 09, para cuyo desempeño 

se estableció como requisito tener título profesional en trabajo social 

(artículo 15). 

 

El citado decreto precisó que quienes a la entrada en vigencia del mismo se 

desempeñaran como Asistentes Sociales sin contar con el título profesional 

mencionado, continuarían en el Grado 07. 

 

En desarrollo del mandato previsto en el artículo 150 de la Constitución 

Política, el Congreso de la República expidió la Ley 4ª de 1992, con la cual 

señaló las normas, objetivos y criterios que el Gobierno Nacional debía 

observar para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados 

públicos. 

 

En uso de las atribuciones legales y, en especial de las conferidas por el 

artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 57 

de 1993, con el cual estableció el régimen salarial y prestacional para los 

servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar, que se 

vincularan con posterioridad a dicha norma o que, estando en servicio, se 

acogieran a la misma. 

 

El citado decreto fijó la respectiva escala salarial para cada cargo, señalando 

una remuneración mayor para los Asistentes Sociales Grado 1, en 

comparación con los Asistentes Sociales Grado 2; ambos empleos previstos 

en los Juzgados de Circuito, Regionales y Juzgados de Tribunal Penal 

Militar. 

 

Teniendo en cuenta que para ese momento existían dos grados de Asistentes 

Sociales –ambos relacionados con los Juzgados de Familia–, dependiendo de 

si cumplían o no con el título profesional exigido como requisito para su 

desempeño, el Tribunal infiere que cuando el Decreto 57 de 1993 fijó la 

remuneración para Asistentes Sociales Grado 1 y Asistentes Sociales Grado 

2, lo hizo atendiendo esa diferenciación.  Así lo ha entendido igualmente el 

Consejo de Estado2.  En ese orden de ideas, el Asistente Social Grado 09 

                                                 
2 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Segunda.  Subsección B.  
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corresponde a Asistente Social Grado 1, mientras que el Asistente Social 

Grado 07 corresponde a Asistente Social Grado 2. 

 

Por Acuerdo PSAA05-3116 de 2005 (fl. 16 a 18, C.2), la Sala Administrativa 

del Consejo Superior de la Judicatura creó a partir del 16 de enero de 2006, 

una Oficina de Servicios Administrativos para la atención técnica y 

administrativa de los Juzgados del Municipio de Chinchiná, conformada por 

la siguiente planta de personal: 

 

▪ Un (1) Secretario de Circuito Nominado 

▪ Un (1) Asistente Social Grado 1 

▪ Un (1) Profesional Universitario Grado 14 (en sistemas) 

▪ Un (1) Escribiente de Circuito Nominado 

▪ Dos (2) Citadores Grado 3 

 

El artículo 3 del citado acuerdo enlistó las funciones de dicha oficina, así: 

 
1. Dar apoyo, en los términos del presente Acuerdo y en los asuntos de 

índole administrativo jurisdiccional, a los despachos judiciales de su sede. 

 

2. Atender, en forma eficiente y oportuna, las peticiones de los jueces de los 

despachos judiciales de su sede. 

 

3. Realizar, de manera eficiente y oportuna, el procedimiento de las 

notificaciones personales y por aviso, conforme a la ley y a los acuerdos 

expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 

Judicatura. 

 

4. Recibir las presentaciones personales de las demandas, poderes y demás 

memoriales que según la ley lo requieran. 

 

5. Efectuar diariamente el reparto, automatizado o manual, de los procesos y 

asuntos que ingresen a los despachos judiciales de su sede, de conformidad 

con los reglamentos que expida la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura. 

 

6. Enviar durante los diez primeros días de cada mes, a la Unidad de 

Desarrollo y Análisis Estadístico de la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura, el reporte del mes anterior, de la gestión llevada 

a cabo en relación con el reparto, según formato diseñado para el efecto. 

 

7. Realizar las funciones de custodia y manejo de los títulos judiciales, 

cuando los hubiere, y la administración de los depósitos judiciales de los 

                                                                                                                                                     
Consejero Ponente: Dr. César Palomino Cortés.  Sentencia del 17 de junio de 2021.  Radicación 

número: 05001-23-33-000-2015-01812-01(4882-16). 
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despachos judiciales de su sede, de conformidad con los reglamentos que 

expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

8. Cumplir las funciones que les señale la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura sobre la prescripción de los depósitos judiciales. 

 

9. Velar por la aplicación de los acuerdos expedidos por la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura sobre el arancel 

judicial y colaborar en su recaudo. 

 

10. Cumplir las funciones que, en relación con los Auxiliares de la Justicia, 

les asigna la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

11. Recibir de los despachos judiciales de su sede, los oficios y demás 

comunicaciones, y enviarlas a otras entidades, despachos o personas 

naturales. 

 

12. Recibir y distribuir los memoriales, oficios y demás correspondencia 

dirigida a los despachos judiciales de su sede. 

 

13. Ejercer el control sobre los elementos del delito o del proceso y bienes 

decomisados, que le sean entregados para su custodia por los jueces 

respecto del área penal o de menores de los despachos judiciales de su sede. 

 

14. Coordinar la labor de los asistentes sociales en los despachos judiciales del 

área de menores y de familia de su sede, en lo referente a la programación, 

control, reportes y demás aspectos relativos al cumplimiento de sus 

labores. 

 

15. En cumplimiento de las decisiones de la Dirección Ejecutiva Seccional de 

Administración Judicial, recoger y hacer entrega de los bienes dados de 

baja en los despachos judiciales de su sede, según lo dispuesto por el 

Acuerdo 200 de 1996 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de 

la Judicatura o en las normas que lo adicionen o modifiquen. 

 

16. Administrar las salas de audiencias, conforme a la reglamentación 

expedida por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 

Judicatura. 

 

17. Velar mancomunadamente por la organización, custodia, conservación y 

buena presentación de las instalaciones, libros, archivos, elementos y 

equipos de trabajo en general. 

 

18. Apoyar al Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial en la 

supervisión y control de los contratos relacionados con el mantenimiento 

preventivo y correctivo de las instalaciones; de los equipos de cómputo y 
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de los sistemas instalados; de los equipos de seguridad e incendio del 

edificio y de los despachos judiciales de su sede. 

 

19. Establecer las necesidades de mantenimiento preventivo y correctivo de la 

infraestructura física, así como las redes de servicios y equipos del edificio 

y de los despachos judiciales de su sede, y comunicárselas al director 

ejecutivo seccional de administración judicial. 

 

20. Coordinar o prestar el servicio de fotocopiado, con sujeción a los 

reglamentos sobre arancel judicial, en los casos a que haya lugar. 

 

21. Recibir de los despachos judiciales de su sede, debidamente organizados e 

inventariados, los expedientes con destino al archivo y hacer la entrega de 

los mismos a dicha dependencia, atendiendo la reglamentación que para el 

efecto expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 

Judicatura. 

 

22. Cuando se le confíe, realizar la función archivística para los procesos 

terminados de los despachos judiciales de su sede y expedir las copias 

auténticas o informales y las certificaciones, en los términos del artículo 

21 de la Ley 446 de 1998. 

 

23. Atender las solicitudes de desarchive de los expedientes o tramitarlas 

cuando el centro de archivo no esté a su cargo. 

 

24. Realizar los desgloses de los documentos que hacen parte de los 

expedientes terminados y entregarlos a los interesados en cumplimiento 

de los autos proferidos por los jueces de los despachos judiciales de su 

sede, en los términos del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil. 

 

25. Velar por el suministro, oportuno y necesario, de los elementos requeridos 

para el adecuado funcionamiento de los despachos judiciales de su sede y 

de la oficina de servicios, y adelantar las gestiones del caso ante la 

Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial. 

 

26. Dentro del ámbito de su competencia, suministrar, oportuna y 

eficazmente, la información que requieran los interesados y las 

autoridades debidamente facultadas, y velar por la cancelación de las 

sumas establecidas para el derecho de petición. 

 

27. Recibir, documentar y responder, cuando sea del caso, las quejas y 

reclamos realizados por los usuarios de la justicia en relación con aspectos 

de gestión, logística o atención de los despachos judiciales de su sede y de 

la oficina de servicios. 

 

28. Rendir informes semestrales sobre la gestión de la oficina, a la sala 

administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura y a la Dirección 
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Ejecutiva Seccional de Administración Judicial, durante los diez primeros 

días de los meses de enero y julio. 

 

29. Coordinar o prestar el servicio de fax para los asuntos de carácter oficial. 

 

30. Apoyar al director ejecutivo de administración judicial en la 

implementación y control de las medidas indicadas por la Oficina de 

Seguridad de la Rama Judicial para los servidores, el público y los 

recursos físicos de los despachos judiciales de su sede, y de la oficina de 

servicios. 

 

31. Administrar los centros de información documental de los despachos 

judiciales de su sede, cuando los hubiere. 

 

32. Las demás que, dentro de sus atribuciones, les sean asignadas por la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.  (Líneas fuera de 

texto). 

 

El artículo 7 del mencionado acuerdo dispuso que el régimen salarial y 

prestacional de los cargos creados sería el establecido para la Rama Judicial. 

 

De otra parte, con el Acuerdo 14 de 1993, la Sala Plena del Consejo Superior 

de la Judicatura creó los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad para el cumplimiento de las funciones asignadas por el Código de 

Procedimiento Penal, el Código Penitenciario y el reglamento que para tal 

efecto expidiera el Consejo Superior de la Judicatura.  Tales despachos 

judiciales fueron previstos para las ciudades en las cuales funcionaran 

establecimientos destinados al cumplimiento de las respectivas sanciones, 

sin que en ellas se incluyera en su momento a Manizales. 

 

La planta de personal de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad creados, fue la siguiente: 

 

▪ Un (1) Asistente Jurídico, Grado 19 

▪ Un (1) Asistente Social, Grado 18 

▪ Un (1) Oficinista Operador de Sistemas 

▪ Un (1) Conductor Mensajero 

 

Para desempeñar el cargo de Asistente Social se consignó como requisito 

tener título profesional, de preferencia en algunas de las disciplinas sociales 

como Antropología, Sociología, Psicología, Psicopedagogía o Trabajo Social. 
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A través del Acuerdo 605 de 19993, la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura estableció las plantas de personal de los Juzgados 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y creó unos centros de 

servicios administrativos en las cabeceras de los circuitos penitenciarios y 

carcelarios que contaran con más de un juzgado de dicha naturaleza –lo cual 

no aplicaba para Caldas–, para la atención técnica, administrativa y 

secretarial de los mismos. 

 

Dentro de la planta de personal de los Juzgados de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad que fueran únicos en el respectivo circuito 

penitenciario y carcelario, se incluyó la siguiente: 

 

▪ Un (1) Juez de Circuito 

▪ Un (1) Secretario de Circuito Nominado 

▪ Un (1) Asistente Social Grado 18 

▪ Un (1) Asistente Administrativo Grado 6 

 

En relación con las funciones del Asistente Social en los Juzgados de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que fueran únicos en el 

respectivo circuito penitenciario y carcelario, el artículo 8 del referido 

acuerdo previó que serían las mismas establecidas en el literal c) del artículo 

7 para los Asistentes Sociales de los centros de servicios administrativos 

creados para la atención técnica, administrativa y secretarial de los Juzgados 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de los circuitos 

penitenciarios y carcelarios del territorio nacional, esto es: 

 

▪ Asesorar en forma oportuna y eficiente, en los aspectos propios de las 

ciencias del comportamiento humano, a los jueces de ejecución de 

penas y medidas de seguridad de su sede, en la función de vigilar el 

cumplimiento de la política penitenciaria del Estado dirigida a hacer 

efectivas las funciones retributiva, preventiva, protectora y 

resocializadora de las penas; así como los fines terapéuticos, 

orientadores y rehabilitadores de las medidas de seguridad, en los 

términos de la sentencia que se pronuncie para cada caso concreto. 

▪ Apoyar a los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad en la 

evaluación de las condiciones laborales, académicas y sociales de los 

sentenciados, de conformidad con las visitas realizadas a los 

establecimientos de reclusión de su sede. 

▪ Brindar apoyo en la verificación del lugar y las condiciones en que se 

deban cumplir las penas y las medidas de seguridad. 

▪ Colaborar en la verificación del tiempo de trabajo, de estudio o de 

enseñanza que se aduzca para obtener el beneficio de reducción de las 

                                                 
3 http://190.217.24.104/csj_portal/acuerdos/605-99.HTM. 

http://190.217.24.104/csj_portal/acuerdos/605-99.HTM
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penas de acuerdo con los programas del Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario (INPEC). 

▪ Colaborar con los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad 

en la función de acopiar y poner en conocimiento de las autoridades 

competentes la información sobre las irregularidades que se presenten 

en los establecimientos penitenciarios de su sede. 

▪ Colaborar con el seguimiento y verificación de los reglamentos, planes 

y programas dirigidos a la provisión de elementos y condiciones 

apropiadas para la ejecución de las penas, a fin de garantizar los 

derechos y deberes de la población de internos. 

▪ Las demás que le señale la Sala Administrativa del Consejo Superior de 

la Judicatura. 

 

Mediante Acuerdo 2594 de 2004, la Sala Administrativa del Consejo Superior 

de la Judicatura creó, además de otro Juzgado de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad en Manizales, el Centro de Servicios Administrativos 

en la misma ciudad, para la atención administrativa y secretarial de los 

Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, conformado de la 

siguiente manera: 

 

▪ Un (1) Secretario 

▪ Un (1) Asistente Social Grado 18 

▪ Un (1) Auxiliar Judicial en Sistemas Grado 4 

▪ Un (1) Escribiente Nominado 

▪ Un (1) Citador Grado 3  

 

Para el Municipio de Chinchiná no existen Juzgados de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad y tampoco un Centro de Servicios Administrativos 

para la atención administrativa y secretarial de tales despachos judiciales. 

 

Hasta aquí se concluye que dentro de la planta de personal de la Rama Judicial 

existe un cargo que actualmente está denominado como Asistente Social de 

Juzgados de Familia y Promiscuos de Familia y Menores Grado 1, en el que 

se desempeña la demandante, y también otro identificado como Asistente 

Social de Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad Grado 18, 

respecto del cual se solicita la nivelación salarial. 

 

Con el Acuerdo PSAA06-3560 de 20064, la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura adecuó y modificó los requisitos para los cargos de 

los empleados de Tribunales, Juzgados y Centros de Servicios, precisando 

                                                 
4 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/2058718/Acuerdo+3560+de+2006.pdf/4161e9be-

0bed-42ce-86ea-0dcda75f7c4b 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/2058718/Acuerdo+3560+de+2006.pdf/4161e9be-0bed-42ce-86ea-0dcda75f7c4b
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/2058718/Acuerdo+3560+de+2006.pdf/4161e9be-0bed-42ce-86ea-0dcda75f7c4b
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que para los empleos de Asistente Social de Juzgados de Ejecución de Penas 

y Medidas de Seguridad Grado 18 y Asistente Social de Juzgados de Familia 

y Promiscuos de Familia y Menores Grado 1, se requiere título de formación 

universitaria en trabajo social, psicología o sociología y tener dos (2) años de 

experiencia relacionada. 

 

3. Alcance y presupuestos del principio constitucional de “a trabajo 

igual, salario igual” 

 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional5 ha precisado que el principio 

denominado “a trabajo igual, salario igual”, tiene rango constitucional al ser una 

proyección del derecho a la igualdad en el campo laboral, cuyo presupuesto 

esencial consiste en que deben recibir igual remuneración dos trabajadores que 

realizan el mismo trabajo, en cantidad y calidad: 

 
El artículo 53 de la Constitución señala perentoriamente principios mínimos 

que el legislador debe tener en cuenta cuando dicte las normas integrantes del 

Estatuto del Trabajo y uno de ellos es justamente aquel según el cual todo 

trabajador tiene derecho a una remuneración mínima, vital y móvil, 

proporcional a la cantidad y calidad de trabajo, aspecto éste último que se 

expresa, como lo ha venido sosteniendo la Corte, en términos de igualdad: "a 

trabajo igual, salario igual". 

 

Nótese que las indicadas reglas, que implican garantías irrenunciables a favor 

de los trabajadores, no dependen de si la ley las consagra o no, ni tampoco del 

contrato de trabajo, como resulta de la decisión de instancia y de la doctrina en 

ella citada, sino que proceden de modo directo e imperativo de la Constitución, 

por lo cual su aplicación es obligatoria y su efectividad puede ser reclamada ante 

los jueces constitucionales por la vía de la tutela, ya que las vulneraciones que 

se produzcan al respecto afectan indudablemente los derechos fundamentales y 

no es idónea la simple utilización de la vía judicial ordinaria para restablecer el 

equilibrio buscado por la Carta Política. 

 

Debe observarse que la indicada norma constitucional, además de estar 

encaminada a la protección especial del trabajo en condiciones dignas y justas, 

es un desarrollo específico del principio general de la igualdad (artículo 13 

C.P.), inherente al reconocimiento de la dignidad humana, que impone dar el 

mismo trato a las personas que se encuentran en idéntica situación aunque 

admite la diversidad de reglas cuando se trata de hipótesis distintas. 

 

Como la Corte lo ha manifestado, no se trata de instituir una equiparación o 

igualación matemática y ciega, que disponga exactamente lo mismo para todos, 

sin importar las diferencias fácticas entre las situaciones jurídicas objeto de 

consideración. Estas, por el contrario, según su magnitud y características, 

                                                 
5 Al respecto, pueden consultarse las sentencias SU-519 de 1997, T-394 de 1998 y T-1098 de 2000. 
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ameritan distinciones y grados en el trato, así como disposiciones variables y 

adaptadas a las circunstancias específicas, sin que por el sólo hecho de tal 

diversidad se vulnere el postulado de la igualdad ni se desconozcan los 

mandatos constitucionales. 

 

Pero -claro está- toda distinción entre las personas, para no afectar la igualdad, 

debe estar clara y ciertamente fundada en razones que justifiquen el trato 

distinto. Ellas no procederán de la voluntad, el capricho o el deseo del sujeto 

llamado a impartir las reglas o a aplicarlas, sino de elementos objetivos 

emanados cabalmente de las circunstancias distintas, que de suyo reclaman 

también trato adecuado a cada una. 

 

Así ocurre en materia salarial, pues si dos trabajadores ejecutan la misma labor, 

tienen la misma categoría, igual preparación, los mismos horarios e idénticas 

responsabilidades, deben ser remunerados en la misma forma y cuantía, sin que 

la predilección o animadversión del patrono hacia uno de ellos pueda interferir 

el ejercicio del derecho al equilibrio en el salario, garantizado por la Carta 

Política en relación con la cantidad y calidad de trabajo. 

 

Ahora bien, las diferencias salariales tampoco pueden surgir de consecuencias 

negativas o positivas atribuidas a los trabajadores según que hagan o dejen de 

hacer algo, ajeno a la labor misma, que pueda ser del agrado o disgusto del 

patrono. 

 

La Corte Constitucional ha explicado que “(…) no puede darse un trato 

discriminatorio entre trabajadores, que cumpliendo una misma labor bajo las mismas 

condiciones, deben ser objeto de una remuneración similar. Sólo podría prodigarse un 

trato diferente, cuando como consecuencia de la aplicación de criterios razonables y 

objetivos, se justifique un trato diferente. No es posible dejar en manos de los patronos, 

sean estos públicos o privados, la posibilidad de desarrollar criterios subjetivos, 

caprichosos o amañados que lleven a un trato, aquí sí, discriminatorio entre 

trabajadores que cumplen una misma labor”6. 

 

En ese sentido, no toda diferencia salarial vulnera el principio de “a trabajo 

igual, salario igual”, como quiera que es posible encontrar razones objetivas 

que autorizan el trato diferente, como por ejemplo: i) cuando se ejercen 

funciones o labores distintas entre quien alega la discriminación salarial y el 

tercero que supuestamente recibe un trato favorable; ii) en aquellos casos en 

los que a pesar de que dos personas desempeñan las mismas funciones y 

ocupan el mismo cargo, las diferencias salariales se fundan en “criterios 

objetivos de evaluación y desempeño”7; iii) cuando las remuneraciones 

diferentes se justifican en la distinta estructura de las dependencias públicas 

                                                 
6 Ver sentencia T-394 de 1998. 
7 Sentencias T-1075 de 2000 y T-545A de 2007. 
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en las cuales se ejercen las labores8; o iv) en los eventos en los que la distinta 

clasificación de los empleos públicos, implica diferencias en cuanto a los 

requisitos para acceder al cargo y en esa medida se establecen distintas 

escalas salariales9. 

 

4. Examen del caso concreto 

 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal considera que, pese a que los 

cargos de Asistente Social de Juzgados de Familia y Promiscuos de Familia y 

Menores Grado 1 y Asistente Social de Juzgados de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad Grado 18, tienen los mismos requisitos para su 

desempeño y ambos brindan colaboración al Juez –sea de Familia o de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad– en asuntos relacionados con el 

comportamiento humano en la dinámica familiar y social, lo cierto es que cada 

uno de ellos desarrolla funciones sustancialmente diferentes, atendiendo las 

distintas especialidades del derecho a las que se encuentran adscritos, tal como 

se precisa a continuación: 

 

COMPARATIVO DE FUNCIONES 

Asistente Social de Juzgados de 

Familia y Promiscuos de Familia y 

Menores Grado 1 

 

(Decreto 52 de 1987 y Acuerdo PSAA05-

3116 de 2005) 

Asistente Social de Juzgados de 

Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad Grado 18 

 

(Acuerdo 605 de 1999) 

Colaborar con el juez de menores en la 

realización de visitas, encuestas y en la 

orientación psicológica y social del 

menor y sus familiares. 

Asesorar en forma oportuna y eficiente, 

en los aspectos propios de las ciencias 

del comportamiento humano, a los 

jueces de ejecución de penas y medidas 

de seguridad de su sede, en la función de 

vigilar el cumplimiento de la política 

penitenciaria del Estado dirigida a hacer 

efectivas las funciones retributiva, 

preventiva, protectora y resocializadora 

de las penas; así como los fines 

terapéuticos, orientadores y 

rehabilitadores de las medidas de 

seguridad, en los términos de la 

sentencia que se pronuncie para cada 

caso concreto. 

                                                 
8 Sentencia T-1098 de 2000, en la que se examinó la tutela interpuesta por una empleada de un 

Juzgado que sostenía que era discriminada salarialmente porque tenía el cargo de Auxiliar Judicial 

Grado 11, pero que ejercía las funciones correspondientes a un Asistente Jurídico Grado 19, empleo 

éste que no existía dentro de la estructura del despacho judicial en el cual laboraba. 
9 Sentencia T-105 de 2002. 
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Apoyar a los jueces de ejecución de 

penas y medidas de seguridad en la 

evaluación de las condiciones laborales, 

académicas y sociales de los 

sentenciados, de conformidad con las 

visitas realizadas a los establecimientos 

de reclusión de su sede. 

Brindar apoyo en la verificación del 

lugar y las condiciones en que se deban 

cumplir las penas y las medidas de 

seguridad. 

Colaborar en la verificación del tiempo 

de trabajo, de estudio o de enseñanza 

que se aduzca para obtener el beneficio 

de reducción de las penas de acuerdo 

con los programas del Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario (INPEC). 

Colaborar con los jueces de ejecución de 

penas y medidas de seguridad en la 

función de acopiar y poner en 

conocimiento de las autoridades 

competentes la información sobre las 

irregularidades que se presenten en los 

establecimientos penitenciarios de su 

sede. 

Colaborar con el seguimiento y 

verificación de los reglamentos, planes y 

programas dirigidos a la provisión de 

elementos y condiciones apropiadas para 

la ejecución de las penas, a fin de 

garantizar los derechos y deberes de la 

población de internos. 

Las demás que le señale la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de 

la Judicatura. 

 

Tal como se observa, si bien las funciones en principio pueden guardar cierta 

similitud, el hecho es que no son idénticas, no se corresponden de manera 

exacta, provienen de distintas fuentes normativas y abarcan necesidades 

también diferentes de los despachos judiciales que se sirven de ellas, pues 

recuérdese que unos conocen de derecho de familia y de menores infractores 

sometidos a procesos de restablecimiento de sus derechos, y otros de derecho 

penal por la comisión de delitos por parte de personas adultas. 

 

Conviene señalar que la función fijada de manera expresa por el Decreto 52 de 

1987 para el cargo de Asistente Social de Juzgados de Familia y Promiscuos de 
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Familia y Menores Grado 1, concuerda con las señaladas en los diferentes 

planes de acción de la demandante y que encuentran sustento en algunos de 

los documentos aportados como prueba. 

 

Así mismo debe precisarse que aun cuando al parecer la parte actora realizó 

varias visitas sociofamiliares por solicitud de algunos Juzgados de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales y Juzgados Penales del 

Circuito de Chinchiná, lo cierto es que ello no permite afirmar que la 

demandante ha cumplido o cumple exactamente las mismas funciones de 

los Asistentes Sociales Grado 18, pues la realización de tales visitas es apenas 

uno de los escenarios de asesoramiento y apoyo que aquellos brindan a los 

Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. 

 

Atendiendo pues la diferenciación en las funciones encomendadas tanto al 

Asistente Social Grado 1 como al Asistente Social Grado 18, la Sala concuerda 

con el Juzgado de primera instancia en punto a que existe una justificación 

objetiva y razonable para la diferencia existente en la asignación salarial para 

ambos empleos, lo que a su vez significa que no están dados los supuestos 

para ordenar la nivelación salarial pretendida. 

 

Finalmente debe manifestarse que aun cuando no existe precedente sobre la 

materia, en algunas providencias de tutela relacionadas con el tema10, el 

Consejo de Estado ha concluido que no se configuran los defectos invocados y 

que no se advierte vulneración del derecho a la igualdad salarial. 

 

Conclusión 

 

De conformidad con las consideraciones expuestas, estima esta Sala de 

Decisión que a la parte demandante no le asiste derecho a la nivelación 

salarial que reclama y, en ese sentido, la sentencia dictada en primera 

instancia que negó las súplicas de la demanda habrá de ser confirmada. 

 

Costas 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 188 del CPACA, adicionado 

por el artículo 47 de la Ley 2080 de 2021, esta Sala de Decisión se abstendrá 

de condenar en costas en esta instancia, como quiera que no observa que la 

demanda hubiere sido presentada con manifiesta carencia de fundamento 

legal, como lo exige la norma. 
                                                 
10 Al respecto, pueden consultarse las sentencias del 13 de julio de 2017 (Sección Primera, Consejero 

Ponente: Dr. Roberto Augusto Serrato Valdés (E), radicación número: 11001-03-15-000-2017-00159-

01(AC) y 11001-03-15-000-2017-00166-01(AC)), y del 28 de junio de 2019 (Sección Tercera, 

Subsección C, Consejero Ponente: Dr. Nicolás Yepes Corrales, radicación número: 11001-03-15-000-

2019-01173-01(AC)). 
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En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CALDAS, administrando justicia, en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

 

 

FALLA 

 

 

Primero.  CONFÍRMASE la sentencia del veintiséis (26) de septiembre de 

dos mil diecinueve (2019), proferida por el Juzgado Sexto Administrativo del 

Circuito de Manizales, que negó las pretensiones de la demanda promovida 

por la señora María Elena Montoya Acevedo en ejercicio del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, contra la Nación – Rama 

Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 

 

Segundo.  ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia, por lo 

brevemente expuesto. 

 

Tercero.  NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del CPACA. 

 

Cuarto.  Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al 

Juzgado de origen y HÁGANSE las anotaciones pertinentes en el programa 

informático “Justicia Siglo XXI”. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
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CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 

Ausente con permiso 
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